
   
 

COMUNICADO A LA OPINIÓN PÚBLICA SOBRE AMENAZA A LÍDERES SOCIALES Y AMBIENTES DEL TOLIMA 

15 DE MAYO DE 2019 

ANTECEDENTES 

El 26 de marzo de 2017 se dio lugar a la consulta popular en Cajamarca, Tolima, en donde el 97% de los votos 

dijo NO a las actividades mineras dentro del municipio. Dicha decisión frenó la llegada del mega proyecto minero 

la Colosa, la mina de oro a cielo abierto que prometía ser la más grande de América Latina. 

Como resultado de la consulta, los líderes y lideresas sociales y ambientales que promovieron la consulta, han 

sufrido de estigmatización por parte de las entidades territoriales locales, sectores del gobierno y de las 

empresas con interés en el territorio, estigmatizaciones que cada vez son más fuertes y ponen en riesgo a las 

personas defensoras.  

El día de 14 de mayo a las 9:50 am llegó a los correos de las algunos miembros y organizaciones como COSAJUCA, 

COMITÉ AMBIENTAL EN DEFENSA DE LA VIDA, CONCIENCIA CAMPESINA, UCAT Y EL PRESIDENTE DEL CONCEJO 

MUNICIPAL DE CAJAMARCA, el siguiente mensaje: “es el momento de limpiar el país  de todos estos sapos 

malparidos que se hacen pasar por ambientalistas y posan de defensores de Cajamarca sabemos muy bien que 

solo buscan lucrarse e impedir que el desarrollo llegue a Cajamarca con la minería nuestra organización y 

acabaremos uno a uno con estos hp guerrilleros y marihuaneros que se refugian en ONGs para llenar sus bolsillos 

Cajamarca es un pueblo de nobles costumbres y no les permitiremos que sigan engañando a los cajamarcunos 

con la consulta hicieron ese show mediático consiguieron plata y se fueron hoy Cajamarca está sumida en la 

miseria es por eso que no permitiremos que sigan impidiendo que vuelva la minería…muerte a todos los hps 

ambientalistas de mierda”. 

Teniendo en cuenta lo anterior, exigimos al gobierno nacional, a la Consejería para los Derechos Humanos de 

Presidencia, al Ministerio del Interior, la UNP, la Defensoría del Pueblo, la Personería, la Gobernación del Tolima 

y la Alcaldía de Cajamarca e Ibagué brindar todas las garantías necesarias que permitan la integridad de los 

miembros de las organizaciones sociales y ambientales afectadas, junto a sus familias; de igual manera les 

solicitamos brindar todas las condiciones necesarias que nos permitan continuar con nuestro trabajo como 

defensores y defensoras de los derechos humanos y el territorio.  

Llamamos a la solidaridad de todas las organizaciones locales, regionales, nacionales e internacionales para que 

nos ayuden a compartir y denunciar estas preocupantes situaciones y exigirle al gobierno colombiano garantizar 

la integridad física y sicológica de los defensores de derechos humanos del país.  

Exigimos al gobierno nacional y a la alcaldía de Cajamarca reconocer la legalidad y legitimidad de la consulta 

popular de iniciativa ciudadana realizada el 26 de marzo de 2017 y acatar las recomendaciones del Comité DESC 

de Naciones Unidas realizadas el 3 de octubre de 2017. Sólo así lograremos avanzar en nuestros territorios 

fortaleciendo la democracia, participación ciudadana respetando los planes de vida de las comunidades. 


